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ACUERDO NÚMERO 012/2010


ACUERDO PLENARIO

México, Distrito Federal, diecinueve de marzo de dos mil diez.


-----------------------------------CONSIDERANDO:


---I. Que el artículo 122, Apartado C, BASE PRIMERA, fracción V, inciso f), en relación con el 116, fracción IV, inciso c) de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que el Estatuto de Gobierno del Distrito Federal y la ley en materia electoral, deben garantizar que las autoridades que tengan a su cargo la organización de las elecciones y las jurisdiccionales que resuelvan las controversias en la materia, gocen de autonomía en su funcionamiento e independencia en sus decisiones;


---II. Que acorde con las disposiciones constitucionales invocadas, los artículos 128, 130 y 131 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, así como el diverso 176, párrafo segundo del Código Electoral de esta entidad, disponen que este Tribunal Electoral es órgano autónomo y máxima autoridad jurisdiccional en esta materia; su organización, competencia y procedimientos para la resolución de los asuntos que son de su conocimiento, los mecanismos para fijar criterios de jurisprudencia obligatorios, así como las relativas para la administración, vigilancia y disciplina en el Tribunal, serán los que determinen dicho Estatuto y las leyes;


---III. Que el artículo 1, párrafos primero y segundo, fracción VI del Código Electoral del Distrito Federal, establece que las disposiciones contenidas en ese cuerpo normativo son de orden público y de observancia general en el territorio de esta entidad, para lo cual, dicho ordenamiento reglamenta las normas de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, relacionadas, entre otras cuestiones, con la organización y competencia del Tribunal Electoral del Distrito Federal;-


---IV. Que el artículo 2, párrafos primero y tercero del Código Electoral antes invocado, dispone que la aplicación de las normas contenidas en dicho ordenamiento corresponde, entre otros órganos, al Tribunal Electoral del Distrito Federal, en su respectivo ámbito de competencia, teniendo la obligación de preservar su estricta observancia y cumplimiento. Asimismo, señala que las autoridades electorales, para el debido cumplimiento de sus funciones, se regirán por los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad, equidad y publicidad procesal;


---V. Que de conformidad con el artículo 182, fracción II, incisos g) y h) del dispositivo legal antes enunciado, en relación con el 28, fracciones XI y XV del Reglamento Interior del Órgano Jurisdiccional Electoral local, este Tribunal tiene la facultad de emitir el acuerdo relativo a las reglas para la elaboración y publicación de las Tesis de Jurisprudencia y Relevantes, así como definir dichos criterios y darlos a conocer de manera puntual y oportuna;


---IX. Que en atención a lo dispuesto en el artículo 75 de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, los criterios fijados por este Tribunal sentarán jurisprudencia cuando se sustenten en el mismo sentido en tres resoluciones ininterrumpidas, respecto a la interpretación jurídica relevante de la ley, y que sean aprobadas por lo menos por cuatro Magistrados Electorales. Dejarán de tener carácter obligatorio, siempre que el Pleno se pronuncie en contrario por el voto de cuatro Magistrados, debiendo expresarse en la resolución modificadora, las razones en que se funde el cambio. El nuevo criterio será obligatorio cuando se reitere en tres resoluciones. Asimismo, el Tribunal deberá publicar los criterios obligatorios dentro de los seis meses siguientes a la conclusión de los procesos electorales y de los procedimientos de participación ciudadana. La jurisprudencia emitida por el Tribunal Electoral será obligatoria para las autoridades electorales del Distrito Federal, así como, en lo conducente, a los partidos políticos;


---X. Que mediante Acuerdo 032/2008, de diecisiete de junio de dos mil ocho, el Pleno de este Órgano Jurisdiccional reformó el Acuerdo 068/2007, de siete de agosto de dos mil siete, relativo a las "Reglas para la Elaboración, Aprobación, Registro, Publicación y Difusión de las Tesis de Jurisprudencia y Relevantes que emita el Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal"; las cuales fueron publicadas en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el quince de agosto de dos mil ocho, en cuyo artículo 14, fracción II, establece que cuando se detecten criterios que hayan dejado de aplicarse, ya sea por existir disposición expresa en el Código o Ley de la materia con motivo de reformas a los mismos; o bien, porque su fundamentación sustancial se basa en leyes abrogadas o en preceptos derogados, cuyas hipótesis no se encuentran previstas en los ordenamientos legales citados; en este caso, el Tribunal deberá, mediante Acuerdo Plenario, pronunciarse respecto de las tesis de jurisprudencia y relevantes que dejarán de ser vigentes;


---XI. Que en sesión pública de resolución de diecinueve de marzo de dos mil diez, los integrantes del Pleno de este Órgano Jurisdiccional, al resolver el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos identificado con la clave TEDF-JLDC-003/2010, consideraron oportuno abandonar el criterio sostenido en la Tesis de Jurisprudencia identificada con la clave J.021/2004, cuyo rubro y texto son los siguientes:


“DEMANDA, AMPLIACIÓN DE. CASO EN QUE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL ESTÁ OBLIGADA A SU EXAMEN. De la interpretación sistemática de los artículos 128 y 134 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, así como 3º, párrafo segundo, 222, 238 y 247, primer párrafo, del Código Electoral local, se infiere que el Tribunal Electoral del Distrito Federal, como máxima autoridad jurisdiccional en la materia, tiene a su cargo garantizar que todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales locales se sujeten invariablemente al principio de legalidad, de ahí que si dentro del plazo legal para la interposición del recurso correspondiente, el impugnante presentó diverso escrito complementario en el que hace valer agravios distintos a aquéllos esgrimidos en su escrito recursal, éstos deben analizarse siempre que hayan sido presentados en tiempo y no se afecten derechos de terceros, en aras de preservar el acceso a la tutela jurisdiccional y de proporcionar una justicia pronta, completa e imparcial, tal y como lo exige el numeral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de cumplir con el imperativo que le obliga a revisar la legalidad que reviste el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de dicha ley fundamental. Esto es así, pues del citado numeral 247, no se desprende prohibición alguna para que el recurrente pueda ampliar su medio de impugnación, siempre y cuando lo haga respetando el plazo aludido, pues dicha disposición no puede interpretarse en perjuicio de los justiciables, privándolos de la oportunidad procesal que les permite hacer valer los medios de defensa y la garantía de audiencia que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé en su favor”.

Recurso de Apelación TEDF-REA-058/2000. Democracia Social Partido Político Nacional. 7 de diciembre de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Hermilo Herrejón Silva. Secretario de Estudio y Cuenta: Fernando Lorenzana Rojas.
Recurso de Apelación TEDF-REA-027/2003. José Ismael Cuéllar Castañeda. 5 de julio de  2003. Mayoría de tres votos. Ponente: Rodolfo Terrazas Salgado. Secretarios de Estudio y Cuenta: Enrique Figueroa Ávila, Fernando Lorenzana Rojas y Rogelio Martínez Meléndez.
Recurso de Apelación TEDF-REA-052/2003 y acumulados. Partido Acción Nacional. 10 de agosto de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Rodolfo Terrazas Salgado. Secretarios de Estudio y Cuenta: Raúl Arias Trejo y Enrique Figueroa Ávila.
---XII. Que la razón que motivó a los integrantes del Pleno para abandonar el criterio de jurisprudencia enunciado en el Considerando que antecede, quedó debidamente plasmada en el fallo del juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos antes aludido; mismo que es del tenor siguiente:

"... la interpretación sistemática y funcional de los artículos 129 y 134, primer párrafo, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, 11, 12, 16, 21, 23, párrafo primero, fracción II, 49 a 55 y 65, de la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, así como de los principios generales de derecho de preclusión y de caducidad procesal, susceptibles de invocarse a la luz del precepto 14, último párrafo, de la Constitución Federal, conduce a estimar que el derecho de acción de los gobernados, otorgado para poner en movimiento la función jurisdiccional del Estado, mediante la promoción de alguno de los medios de impugnación en materia electoral, con el propósito de que se resuelva un litigio, se agota precisamente cuando se ha ejercido ante el tribunal u órgano jurisdiccional competente respectivo.

Ello explica que el derecho impugnativo esté sujeto al plazo de cuatro u ocho días para su ejercicio, según sea el caso (artículo 16 de la ley adjetiva citada) y que, los medios de impugnación que no se insten dentro de dicho lapso, se tornen improcedentes si se intentan de manera extemporánea (numeral 23, párrafo primero, fracción II de la propia ley). Estas disposiciones jurídicas forman parte del sistema impugnativo electoral, por virtud del cual se dota de firmeza y definitividad a los actos y resoluciones electorales, así como a las etapas que conforman el proceso electoral (artículo 134, primer párrafo, del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal).

Las anteriores disposiciones entrañan el reconocimiento y regulación de los principios generales de derecho relativos a la preclusión y la caducidad procesal, los cuales implican la extinción de un derecho o una potestad procesal por el transcurso del tiempo previsto en la ley sin haberse ejercido, o cuando ya se ha ejercido el derecho impugnativo correspondiente, o bien, cuando no se cumplen las exigencias que como condiciones previas deben satisfacerse para ejercerlo válidamente.

Tales figuras jurídicas extintivas del derecho a promover los medios de impugnación en materia electoral han sido reconocidos por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en diversas jurisprudencias y tesis relevantes, en las cuales ha explicado que una vez presentada una demanda, es decir, hecho valer un medio de impugnación, es inadmisible promover uno segundo o ampliar el primero, porque al haberse ejercido tal derecho, se agotó, o que cuando se ha dejado de formular la impugnación en el plazo establecido para tal efecto, no puede plantearse fuera de él, por haber caducado el derecho a impugnar.

Resultan aplicables mutatis mutandi, la jurisprudencia S3ELJ 06/2000 y tesis relevante S3EL 016/2001, publicadas por la citada Sala Superior, en la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, Tercera Época, páginas 81 a 83 y 375 a 376, respectivamente, que son del tenor literal siguiente.

‘DEMANDA DE JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL. SU AMPLIACIÓN O LA PRESENTACIÓN DE UN SEGUNDO LIBELO ES INADMISIBLE.—Una vez presentada la demanda de juicio de revisión constitucional electoral, es inadmisible ampliarla o presentar una nueva con relación al acto impugnado en la primera, toda vez que con ésta quedó agotado el derecho público subjetivo de acción del demandante, al haber operado la preclusión. En efecto, la interpretación sistemática de los artículos 17 y 41, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 86, 89, 90, 91, 92 y 93, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, evidencia que la institución de la preclusión rige en la tramitación y sustanciación del juicio de revisión constitucional electoral. Dicha institución consiste en la pérdida, extinción o consumación de una facultad procesal y contribuye a que las diversas fases del proceso se desarrollen en forma sucesiva, a través de la clausura definitiva de cada una de ellas, a medida que el proceso avanza hasta el dictado de la resolución, con lo cual se impide el regreso a etapas y momentos procesales ya superados. En el trámite del citado medio de impugnación, una vez presentada la demanda, la autoridad electoral debe, de inmediato, remitirla a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, junto con el expediente y el informe circunstanciado y, sin dilación alguna, hacer del conocimiento público el referido libelo; por lo que al producirse de modo tan próximo la etapa a cargo de la autoridad responsable, fase que, por otra parte, queda agotada con su realización, no es posible jurídicamente que se lleve a cabo una actividad que implique volver a la etapa inicial, en virtud de que la facultad para promover la demanda quedó consumada con su ejercicio. En lo atinente a una segunda demanda debe tenerse también en cuenta que, en conformidad con los referidos preceptos constitucionales, la sentencia que se dicte en el juicio promovido en primer término tendrá como efecto confirmar, modificar o revocar el acto o resolución impugnados y, en su caso, proveer lo necesario para la ejecución del fallo estimatorio, por lo que en atención al principio de seguridad jurídica, sólo puede haber una sentencia que se ocupe de ese acto o resolución, fallo que, por generar una situación jurídica diferente respecto de éstos, extingue la materia del segundo juicio de revisión constitucional electoral, originado por la segunda demanda que pretendiera hacerse valer’. 

‘CADUCIDAD. SUS PRINCIPIOS RIGEN PARA LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN ELECTORALES.—Los principios doctrinales sobre la caducidad resultan aplicables al derecho conferido para pedir la revocación, modificación o nulificación de los actos de las autoridades electorales, a través de los medios de impugnación que prevén las leyes de la materia, en razón de que ese derecho está regulado de tal manera que se satisfacen totalmente los elementos constitutivos de la figura jurídica en cuestión, por lo siguiente: a) El derecho de impugnación constituye una facultad, potestad o poder para combatir actos o resoluciones de las autoridades electorales, mediante la promoción o interposición de los juicios o recursos fijados por las leyes correspondientes, con el claro objeto de crear, modificar o extinguir las relaciones o situaciones jurídicas que se consignan o derivan de tales actos o resoluciones, que se encuentran referidas a cuestiones de orden público; b) El contenido de los actos y resoluciones electorales se rige por el principio de certeza, por exigencia directa del artículo 41, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y del artículo 73 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, que sólo se puede respetar cabal y adecuadamente si los citados actos y resoluciones gozan de definitividad y firmeza, y esto se consigue con la interposición y resolución de los procesos impugnativos o con el transcurso del tiempo establecido para hacer tal impugnación; c) Dicha certeza debe ser pronta, especialmente en los procesos electorales, porque las etapas de éstos no tienen retorno, en determinados momentos y circunstancias no cabe la reposición de ciertos actos y resoluciones, y la validez y seguridad de cada acto o resolución de la cadena que conforma estos procesos, puede dar pauta para elegir entre varias posibles acciones o actitudes que puedan asumir los protagonistas, sean las propias autoridades, los partidos políticos o los ciudadanos, en las actuaciones y fases posteriores, dado que éstas deben encontrar respaldo en las precedentes y estar en armonía con ellas; d) Los plazos previstos por la ley para el ejercicio del derecho en comento son breves, pues para la generalidad de los medios de impugnación, según se advierte en materia federal en el artículo 8o. de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, es de cuatro días hábiles, fuera de los procesos electorales y naturales durante éstos, e inclusive se llegan a prever plazos menores, como el señalado para interponer el recurso de apelación en el artículo 43, apartado 1, inciso a), del mismo ordenamiento; e) Está regulada expresamente la extinción del derecho mencionado, si no se ejerce dentro del limitado plazo fijado por la ley, al incluir en el artículo 10, apartado 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, dentro de los medios de impugnación que serán improcedentes, a aquellos contra los cuales no se hubiese interpuesto el medio de impugnación respectivo, dentro de los plazos señalados en esa ley; f) Este medio de extinción del derecho opera por el mero transcurso del tiempo, dado que no se exige en la ley ningún otro requisito; g) El mismo no es susceptible de suspensión o interrupción, en virtud de que el ordenamiento legal que lo regula no contempla que, ante determinados hechos, actos o situaciones, el plazo legal quede paralizado para reanudarse con posterioridad, o que comience de nueva cuenta, ni se encuentran bases, elementos o principios que puedan llevar a dicha consecuencia en condiciones ordinarias; h) Esta forma de extinción no admite renuncia, anterior o posterior, porque está normada por disposiciones de orden público que no son renunciables, por su naturaleza, y no existen en la normatividad aplicable preceptos que establezcan alguna excepción para esta hipótesis; i) Como está incluida dentro de las causas de improcedencia, se debe invocar de oficio por los tribunales, independientemente de que se haga valer o no por los interesados’.

En ese contexto, la intelección de las disposiciones legales adjetivas precitadas, también permiten colegir lo siguiente: a) se establece un sistema procesal en el que se estatuyen específicos medios de impugnación para combatir determinados actos de las autoridades electorales locales y órganos partidistas, a saber el juicio electoral y el juicio para la protección de los derechos político-electorales de los ciudadanos; b) cada uno de esos medios de impugnación se sustancia en un proceso integrado por una serie de actos sucesivos concatenados, que se encaminan al fin consistente, en el dictado del fallo; c) no se deja al arbitrio de las partes la elección del momento para realizar los actos procesales que les incumben; por el contrario, las diversas etapas de dichos procesos se desarrollan de manera sucesiva y se clausuran definitivamente; d) dicha clausura tiene lugar, una vez que fenece la oportunidad prevista en la ley para la realización del acto; e) en cuanto a la presentación de los medios impugnativos electorales, éstos serán improcedentes cuando se presenten fuera de los plazos legales. 

Tales bases legales conducen a concluir válidamente, que la presentación de la demanda de un medio de impugnación, en la que se expresan agravios, ocasiona la clausura definitiva de la etapa procesal relativa y la apertura inmediata de la siguiente (la publicidad del escrito correspondiente) y, si conforme con el principio de preclusión, una vez extinguida o consumada una etapa procesal, no es posible regresar a ella, se está en el caso de que la autoridad electoral resolutora debe estarse a lo hecho valer en la demanda y desestimar cualquier acto mediante el cual, el promovente pretenda ejecutar una facultad ya agotada, como es tratar de ampliar, mediante la expresión de nuevos agravios, el escrito de demanda del medio de impugnación en cuestión, aun cuando no haya fenecido el plazo para la presentación.

Sirve de apoyo a lo anterior, lo sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la tesis relevante S3EL 25/98, publicada en las páginas 345 y 346 del volumen Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1997-2005, cuyo rubro y texto rezan:

‘AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE LOS MEDIOS DE IMPUGNACIÓN EN MATERIA ELECTORAL. EL PRINCIPIO DE PRECLUSIÓN LA IMPIDE (Legislación de Chihuahua).- De acuerdo con el principio de preclusión que rige en los procesos donde se tramitan los medios de impugnación previstos en la Ley Electoral del Estado de Chihuahua, cuando se presenta el escrito de demanda de un medio de impugnación en materia electoral, este acto ocasiona el agotamiento de la facultad relativa, así como la clausura definitiva de la etapa procesal prevista legalmente para tal fin. Una vez que esto sucede, el actor se encuentra impedido jurídicamente para hacer valer una vez más ese derecho, mediante la presentación del escrito de ampliación de la demanda, en el que se aduzcan nuevos agravios, pues dicha ejecución implica el ejercicio de una facultad ya consumada, así como el indebido retorno a etapas procesales concluidas definitivamente. En efecto, el examen de los artículos 176, 177, 182, 191, 192, 193 y 194 de la Ley Electoral del Estado de Chihuahua evidencia que: a) se establece un sistema procesal en el que se estatuyen específicos medios de impugnación para combatir determinados actos de las autoridades electorales locales; b) cada uno de esos medios de impugnación se sustancia en un proceso integrado por una serie de actos sucesivos concatenados, que se encaminan al fin consistente, en el dictado del fallo; c) no se deja al arbitrio de las partes la elección del momento para realizar los actos procesales que les incumben; por el contrario, las diversas etapas de dichos procesos se desarrollan de manera sucesiva y se clausuran definitivamente; d) dicha clausura tiene lugar, una vez que fenece la oportunidad prevista en la ley para la realización del acto. Estas bases legales conducen a concluir válidamente, que la presentación de la demanda de un medio de impugnación, en la que se expresan agravios, ocasiona la clausura definitiva de la etapa procesal relativa y la apertura inmediata de la siguiente (la publicidad del escrito correspondiente) y, si conforme con el principio de preclusión, una vez extinguida o consumada una etapa procesal, no es posible regresar a ella, se está en el caso de que la autoridad electoral resolutora debe estarse a lo hecho valer en la demanda y desestimar cualquier acto mediante el cual, el promovente pretenda ejecutar una facultad ya agotada, como es tratar de ampliar, mediante la expresión de nuevos agravios, el escrito de demanda del medio de impugnación en cuestión, aun cuando no haya fenecido el plazo para la presentación’.

Conforme a ello, es claro que la aptitud para que el actor realizara la defensa respecto de los actos impugnados, quedó ejercida al presentar el escrito inicial, en el que expresó agravios en contra del multicitado dictamen y la omisión señalada, de ahí que se reitera, no resulta viable ampliar la demanda original, únicamente con base en la extensión de los conceptos de agravio que planteó en la promoción inicial.

En esa forma es que se justifica decretar la improcedencia relativa a la solicitud del actor, de tener por ampliada la demanda del presente medio de impugnación. Similar criterio fue sostenido en la ejecutoria dictada por la referida Sala Superior al resolver el juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano identificado con el número de expediente SUP-JDC-002/2010, el tres de febrero pasado.

Todo lo hasta ahora expuesto sirve de base a la conclusión consistente en que, los medios de impugnación previstos en la ley instrumental de la materia para el Distrito Federal son improcedentes, entre otros supuestos, cuando precluye el derecho a promoverlos, lo cual ocurre, entre otros casos, cuando se intentan en contra de actos respecto de los cuales ya se ha promovido en una ocasión anterior, alguno de los medios impugnativos de los previstos en dicho sistema, porque el derecho de acción de los justiciables se agota al ejercerse una vez válidamente, salvo los casos de excepción en que proceda la ampliación de la demanda por hechos nuevos o desconocidos para el impugnante, salvedad que no se actualiza en la especie como se razonó con antelación.

En ese sentido, cobran aplicación, contrario sensu, los criterios jurisprudenciales emitidos por la Sala Superior multicitada, respecto de la ampliación de la demanda en un medio de impugnación, según se señala en la jurisprudencia 18/2008, publicada en la página 12 de la Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en Materia Electoral, Año 2, Número 3, de 2009, así como en la jurisprudencia 13/2009, aprobada en Sesión Pública de ocho de julio de dos mil nueve, que rezan:

‘AMPLIACIÓN DE DEMANDA. ES ADMISIBLE CUANDO SE SUSTENTA EN HECHOS SUPERVENIENTES O DESCONOCIDOS PREVIAMENTE POR EL ACTOR.—Los derechos de defensa y audiencia, así como a la tutela judicial efectiva, previstos en los artículos 14, 16 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, implican que los justiciables conozcan los hechos en que se sustentan los actos que afecten sus intereses, para garantizarles la adecuada defensa con la posibilidad de aportar las pruebas pertinentes. Así, cuando en fecha posterior a la presentación de la demanda surgen nuevos hechos estrechamente relacionados con aquellos en los que el actor sustentó sus pretensiones o se conocen hechos anteriores que se ignoraban, es admisible la ampliación de la demanda, siempre que guarden relación con los actos reclamados en la demanda inicial, dado que sería incongruente el estudio de argumentos tendentes a ampliar algo que no fue cuestionado; por ende, no debe constituir una segunda oportunidad de impugnación respecto de hechos ya controvertidos, ni se obstaculice o impida resolver dentro de los plazos legalmente establecidos’.

‘AMPLIACIÓN DE DEMANDA. PROCEDE DENTRO DE IGUAL PLAZO AL PREVISTO PARA IMPUGNAR (Legislación federal y similares).—De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 41, párrafo segundo, base IV, y 116, fracción IV, incisos d) y e), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 8, 9, párrafo 1, inciso f); 16, párrafo 4; 43, 55, 63, párrafo 2; 66 y 91, párrafo 2 de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se advierte que la ampliación de demanda por hechos nuevos íntimamente relacionados con la pretensión deducida, o desconocidos por la parte actora al momento de presentar la demanda está sujeta a las reglas relativas a la promoción de los medios de impugnación; por tanto, los escritos de ampliación deben presentarse dentro de un plazo igual al previsto para el escrito inicial, contado a partir de la respectiva notificación o de que se tenga conocimiento de los hechos materia de la ampliación, siempre que sea anterior al cierre de la instrucción, pues con esta interpretación se privilegia el acceso a la jurisdicción’.
No pasa inadvertido que la anterior integración del Pleno del  Tribunal Electoral del Distrito Federal había adoptado una posición divergente, que se contiene en el criterio jurisprudencial publicado en la página 135 de la Compilación Oficial de Jurisprudencia y Tesis Relevantes 1999-2006 del Tribunal Electoral del Distrito Federal, Segunda Época, bajo la clave J.021/2004, de rubro y texto: 

‘DEMANDA, AMPLIACIÓN DE. CASO EN QUE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL ESTÁ OBLIGADA A SU EXAMEN. De la interpretación sistemática de los artículos 128 y 134 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, así como 3º, párrafo segundo, 222, 238 y 247, primer párrafo, del Código Electoral local, se infiere que el Tribunal Electoral del Distrito Federal, como máxima autoridad jurisdiccional en la materia, tiene a su cargo garantizar que todos los actos y resoluciones de las autoridades electorales locales se sujeten invariablemente al principio de legalidad, de ahí que si dentro del plazo legal para la interposición del recurso correspondiente, el impugnante presentó diverso escrito complementario en el que hace valer agravios distintos a aquéllos esgrimidos en su escrito recursal, éstos deben analizarse siempre que hayan sido presentados en tiempo y no se afecten derechos de terceros, en aras de preservar el acceso a la tutela jurisdiccional y de proporcionar una justicia pronta, completa e imparcial, tal y como lo exige el numeral 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como de cumplir con el imperativo que le obliga a revisar la legalidad que reviste el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de dicha ley fundamental. Esto es así, pues del citado numeral 247, no se desprende prohibición alguna para que el recurrente pueda ampliar su medio de impugnación, siempre y cuando lo haga respetando el plazo aludido, pues dicha disposición no puede interpretarse en perjuicio de los justiciables, privándolos de la oportunidad procesal que les permite hacer valer los medios de defensa y la garantía de audiencia que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, prevé en su favor’.

Sin embargo, este órgano jurisdiccional considera necesario abandonar tal criterio, en el que esencialmente se sostenía que si dentro del plazo legal para la interposición del Recurso de Apelación que se encontraba regulado en el código electoral local vigente en la época en que se generaron los precedentes respectivos, el recurrente presentaba diverso escrito de demanda complementario, los agravios expresados en este último también debían analizarse. 

Ello es así, pues con independencia de que tal intelección se refiere a un recurso de apelación inexistente actualmente en la Ley Procesal Electoral para el Distrito Federal, la interpretación de la normatividad vigente en concordancia con los criterios jurisprudenciales y los principios procesales aludidos, llevan a establecer un criterio distinto al establecido por la anterior integración del pleno de este tribunal en el año dos mil cuatro, lo anterior en términos del párrafo segundo del numeral 75, del ordenamiento legal adjetivo invocado.

Cabe precisar que el apartamiento del criterio sostenido en la jurisprudencia local aludida, es acorde con lo dispuesto doctrinalmente en torno a la estabilidad relativa de las sentencias interpretativas; dicha orientación jurídica consigna que los juzgadores cuentan con la libertad para no estar sometidos más que a su propio criterio. Sin embargo, tal postulado no debe ser interpretado al extremo, pues eventualmente, y satisfaciendo algunas condiciones esenciales, es posible que el juzgador se aparte del criterio que con anterioridad había sostenido. Empero, en esos supuestos se exige que el juzgador exprese los argumentos y consideraciones que lo llevaron a estimar que era menester la modificación de su criterio, tal como acontece en el caso.

Se trata pues de una manifestación de que la inmutabilidad de los criterios jurisdiccionales no debe ser absoluta, pues se propiciaría la estatificación del arbitrio judicial. Debe considerarse que la actividad jurisdiccional, además de ser una acción interpretativa de la ley y de aplicación a un caso concreto, tiene como fin generar certeza jurídica, lo cual se logra, en algunos casos, dotando de actualidad las interpretaciones de los órganos de jurisdicción. Esto último, permite que los juzgadores tengan la potestad de transformar sus criterios en un sentido amplio.

..."
---XIII. Que derivado de lo anterior, el máximo Órgano de Decisión de este Tribunal Electoral local, instruyó al Secretario General, a fin de que, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 187, incisos k), n) y v) y 188, incisos a) y m) del Código Electoral de esta entidad federativa; 28, fracción XV del Reglamento Interior del Tribunal Electoral del Distrito Federal y 14, fracción II de las Reglas para la Elaboración, Aprobación, Registro, Publicación y Difusión de las Tesis de Jurisprudencia y Relevantes que emita el Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal; elabore el proyecto de Acuerdo Plenario que incluya la Tesis de Jurisprudencia cuyo contenido dejó de tener vigencia y que concluya con los puntos de acuerdo:


a)
 Deja de tener vigencia la Tesis de Jurisprudencia, cuyo rubro a continuación se transcribe:

“DEMANDA, AMPLIACIÓN DE. CASO EN QUE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL ESTÁ OBLIGADA A SU EXAMEN.”
J.021/2004
b)
 En su oportunidad, publíquese la Tesis de Jurisprudencia no vigente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados y en el sitio de Internet de esta Institución;


c) Se instruye al Magistrado Presidente, para que, por conducto del Secretario General, comunique el contenido de la presente determinación plenaria a todas y cada una de las áreas que integran este Tribunal, así como al Instituto Electoral del Distrito Federal, para su conocimiento y efectos, en términos del artículo 187, párrafo tercero, inciso n) del Código Electoral del Distrito Federal.


Por lo expuesto y fundado, el Pleno emite el siguiente:

----------------------------------- A C U E R D O 


PRIMERO. Deja de tener vigencia la Tesis de Jurisprudencia identificada con el rubro y clave “DEMANDA, AMPLIACIÓN DE. CASO EN QUE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL ESTÁ OBLIGADA A SU EXAMEN. J.021/2004”.


SEGUNDO. Publíquese el rubro de la Tesis de Jurisprudencia no vigente en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, en los estrados y en el sitio de Internet de esta Institución.


TERCERO. Se instruye al Magistrado Presidente de este Tribunal, para que, por conducto del Secretario General, comunique el contenido de la presente determinación plenaria a todas y cada una de las áreas que integran este Tribunal, así como al Instituto Electoral del Distrito Federal, para su conocimiento y efectos, en términos del artículo 187, párrafo tercero, inciso n) del Código Electoral del Distrito Federal.


Así, por unanimidad lo acordaron y firman los Magistrados integrantes del Pleno del Tribunal Electoral del Distrito Federal, ante el Secretario General, quien autoriza y da fe.

__________________________

ADOLFO RIVA PALACIO NERI

MAGISTRADO PRESIDENTE
	__________________________
ALEJANDRO DELINT GARCÍA 

MAGISTRADO
	_______________________________

ARMANDO I. MAITRET HERNÁNDEZ MAGISTRADO 

	
	

	__________________________

DARÍO VELASCO GUTIÉRREZ

MAGISTRADO 


DOY FE
____________________________
LIC. GREGORIO GALVÁN RIVERA 

SECRETARIO GENERAL
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